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Prefacio a la edición en español



EN EL 2008 inicié los primeros viajes de investigación que, con el tiempo, llevarían a la escritura de mi tesis de doctorado y eventualmente a la publicación de la primera edición de este libro en inglés. Hoy, después de más de diez años, me llena de felicidad poder ver esta obra publicada en mi lengua materna, el español. Espero que esto sirva para que los hallazgos de este libro puedan llegar más a los ciudadanos y comunidades que diariamente experimentan las consecuencias de la violencia y la corrupción, además de contribuir a debates de política pública que capturen la complejidad de los problemas que siguen afectando la seguridad de miles de ciudadanos en Latinoamérica. En últimas, sigo convencida de que hay tres premisas que subyacen a los argumentos del libro y que son esenciales para entender las dinámicas de la violencia criminal, específicamente la asociada al narcotráfico. La primera es que violencia y mercados ilegales, aunque están ligados muy de cerca, no están asociados automáticamente, por lo que es necesario entender más que asumir su conexión. La segunda premisa es que, si bien las debilidades del Estado son esenciales para entender las dinámicas de los grupos criminales y sus impactos en la seguridad ciudadana, la criminalidad y el narcotráfico no son un simple producto de la debilidad o la ausencia estatal, o solo el reflejo de Estados subordinados a criminales poderosos. Los Estados son protagonistas esenciales para entender los comportamientos criminales y la evolución de mercados ilegales, tanto en su función de aplicar la ley como en la de proteger y beneficiarse de los mercados ilegales y de los actores involucrados en estos. La tercera premisa es que los actores criminales pueden crear caos y desorden, pero también son muchas veces creadores de órdenes —si bien esos órdenes son con frecuencia autoritarios— y sus comportamientos varían en el tiempo y el espacio.


Desde la publicación original del libro en inglés en el 2018, se han dado muchos cambios tanto en Colombia como en México, y en cada una de las ciudades que analizo se refleja, como lo discuto en el libro, que las situaciones de seguridad pueden cambiar rápidamente. Sin embargo, el enfoque en el aparato de seguridad del Estado y la competencia criminal, así como la atención a la frecuencia y visibilidad de la violencia, pueden dar cuenta de esos cambios en el corto plazo. En Colombia, la implementación del acuerdo de paz entre el Gobierno colombiano y la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) en el 2016 se tradujo en una reducción importante de violencia al desintegrar a uno de los actores más importantes del conflicto colombiano y al desmovilizar a más de 14 000 combatientes. Desafortunadamente, problemas de implementación del acuerdo derivados de la falta de voluntad y apoyo político del Gobierno, de la falta de protección a los líderes sociales y desmovilizados, de la dificultad para cambiar las realidades más estructurales de desigualdad, así como de la persistencia de múltiples actores armados y de los incentivos del narcotráfico y de otras economías criminales, siguen haciendo muy difícil la creación de condiciones sostenibles de seguridad en muchas regiones del país. En este marco nacional, los patrones de violencia en Cali y Medellín continúan las tendencias explicadas en este libro.


En Cali, las tasas de homicidio se han reducido en los últimos cinco años, reflejando algunas políticas locales, pero también las tendencias decrecientes a nivel nacional. Sin embargo, para el 2019, la tasa de homicidios de Cali (45,27) seguía siendo mucho más alta que la nacional (24,12) y las condiciones, descritas en este libro, de fragmentación en los mercados criminales y de un aparato de seguridad relativamente cohesionado alrededor de la protección de actores criminales seguían existiendo, explicando la persistencia de un patrón de alta frecuencia y baja visibilidad. Sin embargo, dos masacres ocurridas en el 2020 pueden sugerir algunos cambios en la organización de redes de protección, así como reacomodos más amplios en el mercado criminal asociados en parte con los cambios de grupos armados a nivel nacional. Medellín, con pequeñas fluctuaciones, ha mantenido en los últimos cinco años tasas de homicidio en promedio bajas (22,5), especialmente al compararse con su evolución histórica y con el promedio nacional. Esta tendencia a la baja sigue reflejando tanto las transformaciones más positivas en la capacidad del Estado en Medellín como la sofisticación, nivel de control y adaptación de los actores criminales. Si bien no existe una sola organización con control monopólico, es claro que sí existen jerarquías claras y formas de organización que mantienen los niveles de violencia bajo control, en un contexto en el que, a pesar de que el Estado está más presente, la vida diaria de las comunidades en muchas partes de la ciudad es regulada por actores criminales. Estas formas de gobernanza criminal —cuyas raíces se encuentran en la evolución de principios del siglo XXI descrita en el libro y ligada a la integración entre pandillas y estructuras más poderosas— han sido finalmente reconocidas por las autoridades, haciendo evidentes los dilemas de política pública que surgen al reconocer las complejas relaciones entre violencia, política y narcotráfico. Por ejemplo, intentos por desmantelar estas formas de gobernanza criminal por medio de, entre otras cosas, la captura de cientos cabecillas de grupos criminales locales, causaron un aumento de homicidios sobre todo hacia finales del 2018. Y de la mano de las paradojas descritas en el libro, la presencia estatal formal, aunque se ha fortalecido en Medellín, sigue estando opacada por la existencia de hilos de poder político invisibles y corrupción que todas las personas me describen, pero que nadie puede develar con claridad.


En México, la situación de seguridad no ha parado de deteriorarse. Para el 2020, el conteo de homicidios, desde la explosión de la violencia en el 2006, sobrepasó los 300 000 muertos. En el 2018, Andrés Manuel López Obrador fue elegido presidente, en gran parte, por su promesa de cambiar el curso de la política de seguridad y de drogas, desmilitarizándola y aplicando principios de justicia transicional. Muchas de las propuestas de López Obrador de hecho encapsulan los principios de lo que podría ser una forma distinta de enfrentar problemas de seguridad. Pero en lo que va corrido de su mandato, López Obrador ha seguido implementando políticas militarizadas, creando, por ejemplo, una nueva fuerza —La Guardia Nacional— que sin mandatos claros ha seguido el patrón de acciones militarizadas de administraciones anteriores. Si bien la captura inicial del Chapo Guzmán no tuvo un impacto tangible en las dinámicas de seguridad —en gran parte porque no era una captura real—, su posterior sentencia a cadena perpetua en Estados Unidos sí desencadenó olas de competencia y reacomodos tanto al interior del cartel de Sinaloa como en los territorios donde este tenía control. Tal vez una de las manifestaciones más públicas de esta nueva ola de violencia y de una fragmentación estatal profundizada por los conflictos entre López Obrador y sus opositores políticos fueron los ataques visibles que se dieron en Culiacán en octubre del 2020. Allí, una serie de ataques y explosiones, que dejaron trece personas muertas y a Culiacán cercada por varias horas, se dieron después de que Ovidio Guzmán, el hijo del Chapo, fue capturado por el Ejército. El presidente López Obrador ordenó liberar a Guzmán para evitar más violencia, en una acción que, si bien evitó una espiral de violencia aún más extrema, hizo evidente la capacidad e interés criminal en visibilizar su poder a través de la violencia, como también lo ha hecho el cartel Jalisco Nueva Generación con ataques más directos al poder político del Gobierno federal.


Como lo discutí en el libro, algunas de las reducciones en tasas de homicidios y aparentes mejoras en la situación de seguridad vistas en las ciudades mexicanas, que estudié hacia los años 2010-2011, parecían inestables, pues no respondían a cambios estructurales, sino a reacomodos políticos y del balance de poder entre grupos criminales. Confirmando esto, en Culiacán y Tijuana las tasas de homicidio casi se duplicaron entre el 2016 y el 2017, y para el 2019 eran mucho más altas (109 y 140, respectivamente) que las experimentadas en su primer pico alto del 2009 (72 y 73). En Ciudad Juárez, las tasas de homicidio aumentaron casi diez veces entre 2017 y 2018 (de 11 a 94) y siguen siendo muy altas, aunque no han sobrepasado el pico del 2010 (285). En las tres ciudades, los reacomodos criminales y la fragmentación política dan cuenta de estos patrones de violencia.


Más allá de Colombia y México, a lo largo de la región, los patrones de organización criminal y, más importante aún, de alineamiento político y poder estatal advierten los escenarios de violencia, como lo muestran recientes estudios de excelentes académicos. Por ejemplo, en la provincia de Santa Fe en Argentina reacomodos políticos han creado redes de protección estatal fragmentadas y han llevado a un aumento de la violencia desde el 2008. En São Paulo, por el contrario, la cohesión estatal junto con el control de una organización fuerte —el Primeiro Comando da Capital (PCC)— han creado patrones de baja frecuencia y baja visibilidad, sostenidos por arreglos implícitos entre Estado y criminalidad. Quizá uno de los casos más inquietantes de aumento de violencia ha sido el de Venezuela, que si bien había visto aumentos constantes de las tasas de homicidio en Caracas y a lo largo de rutas del narcotráfico desde finales de los ochenta, en las últimas dos décadas ha experimentado un aumento creciente y una dispersión de la violencia criminal que no solo se explica por el crecimiento de los mercados ilegales, sino también por la profunda fragmentación del Estado —si bien es un Estado crecientemente autoritario— y por la multiplicidad de actores criminales operando.


Como escribí inicialmente en este libro, mi conclusión sigue siendo que las tendencias de corto plazo de la violencia criminal y del narcotráfico se explican mejor por la interacción entre aparato de seguridad del Estado, competencia criminal y el tipo de coerción armada. Pero eso no significa que las variables socioeconómicas no sean importantes, sino más bien que sus efectos no son tan claros en el corto plazo. No es posible, por ejemplo, entender el deterioro más reciente de la situación de las ciudades de frontera de Tijuana y Ciudad Juárez sin reconocer la crisis humanitaria que ha generado las políticas migratorias de Estados Unidos, que desde el 2019 han expulsado miles de migrantes, particularmente centroamericanos en busca de asilo, a ciudades fronterizas donde no tienen trabajo, techo o redes sociales, quedando presos de la depredación de agentes del Estado y de organizaciones criminales. Así mismo, las enormes consecuencias socioeconómicas de la pandemia de la covid-19, no solo han dejado vulnerables a muchas personas y regiones donde la criminalidad se puede convertir en la vía más disponible para enfrentar la marginación económica, sino que también han evidenciado cómo grupos criminales pueden, en algunos casos, proveer servicios que le corresponden al Estado y establecer formas estrictas y, con frecuencia, violentas de control social. Así pues, el desafío sigue siendo, desde el punto de vista de la política pública, atender las causas inmediatas de la violencia sin dejar de lado sus raíces socioeconómicas, aunque para atender estas raíces se requieren políticas que con frecuencia no tienen efectos tangibles en el corto plazo y, por tanto, no son electoralmente atractivas.


Al presentar los hallazgos de este libro me han preguntado, con frecuencia, si es preferible tolerar un Estado autoritario efectivo en proteger corruptamente al crimen y reducir la violencia, aunque eso implique tolerar actores criminales poderosos que puedan regular más fácilmente las condiciones de seguridad. Mi respuesta, como hago claro en la conclusión, sigue siendo que el debilitamiento institucional, la falta de garantías democráticas y de derechos humanos, así como la corrupción, que se deriva de pactos entre agentes del Estado y criminales, no solo son demasiado grandes, sino que son en sí mismas la raíz de las redes de colusión que tarde o temprano deterioran la seguridad con un costo enorme en vidas. Sin embargo, es claro que hay dilemas importantes que debemos reconocer y debatir al definir políticas públicas, por ejemplo que, en muchos casos, simplemente eliminar a los actores criminales o no es viable o puede generar muchas consecuencias negativas, sin restaurar la confianza en el Estado. Y es claro también que miles de capturas o eliminaciones de criminales no van a tener ningún efecto de largo plazo, si identificar, castigar y desmantelar a las redes corruptas, a los agentes del Estado y a los políticos coludidos no se hace objetivo central de las políticas públicas. Sin duda alguna, el estudio de la criminalidad, la violencia y los mercados ilegales es un campo en el que tenemos mucho que aprender, y este libro es solo un paso en esa dirección.


Para terminar, quiero agradecer a quienes han reconocido este libro desde su publicación en inglés, en especial la Asociación Internacional para el Estudio del Crimen Organizado (IASOC) y el premio Peter Katzenstein a libros en relaciones internacionales, política comparada o economía política. También quiero agradecer a todos los que han hecho posible esta traducción, en particular, a todo el equipo editorial de Ediciones Uniandes. A Laura Wills, Carlo Nasi y a un evaluador anónimo del Departamento de Ciencia Política de la Universidad de los Andes por avalar la publicación por Ediciones Uniandes. A la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de los Andes por patrocinar la publicación y coordinar todo el proceso editorial. Al Centro de Estudios sobre Seguridad y Drogas de la Universidad de los Andes por apoyar la coedición, así como a Oxford University Press y mi editor Dave McBride por autorizar la traducción. De igual manera, quiero agradecer, especialmente, al provost Joe Hartman de la Universidad de Massachusetts-Lowell por el generoso apoyo financiero a la traducción. Y, en especial, agradezco a mi traductora, Mariana Serrano Zalamea, por su dedicación y profesionalismo para hacer una excelente traducción manteniéndose fiel al espíritu del texto. Mis agradecimientos también a los fabulosos colegas que están estudiando temas de violencia y criminalidad que nutren constantemente mi propia evolución intelectual. Y nunca sobra agradecer el apoyo sin límite de mi madre, Graciela, mis hermanas, Nancy y Rocío, mi esposo, Jack, y mi bella hija, Lily, y la protección de mi papi desde el cielo. Sin ellos nada de esto sería posible.
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Estado, narcotráfico y violencia




Después del 30 de abril del 2008, comenzó una psicosis colectiva. El 5 de mayo, cinco policías federales fueron asesinados. Pasamos de una violencia sorda a una violencia de gran impacto, en la que hubo tiroteos en el centro.


Periodista local, Culiacán, marzo del 2011







La situación actual no es tan mala porque [en los noventa] los mafiosos cambiaron de perfil. Uno ya no siente susto de caminar por la calle 17 como antes. El problema del narco puede ser peor hoy en día, pero el hecho es que las bombas lo convirtieron en un periodo más agresivo [en los ochenta].


Concejala de Medellín, octubre del 2010







Cuando llegué a Ciudad Juárez, en 1988, había coordinación en todo; solo existía un grupo [narcotraficante]. Había ejecuciones, pero los cuerpos desaparecían; no eran arrojados a las calles.


Exoficial de Policía, Ciudad de México, junio del 2011





LAS DECLARACIONES ANTERIORES son una muestra de las respuestas que recibí cuando les pedí a algunas personas que describieran la violencia del narcotráfico en sus ciudades. De manera sorprendente, muchos entrevistados no solo identificaron un aumento o una disminución en la violencia, sino que también, y de manera sobresaliente, indicaron cambios en la intención de los criminales de exponer sus ataques. En Culiacán, una ciudad azotada durante mucho tiempo por la violencia del narcotráfico, la gente identificó el 2008 como el hito del inicio de la guerra y del derrumbe de los “códigos de honor” de la violencia. Al contrario, en Medellín, la gente mencionó el carácter oculto de la violencia criminal desde mediados de la década del 2000. Al reflexionar sobre otras afirmaciones similares que encontré cuando realizaba mi trabajo de campo y sobre las complejas historias de la violencia con las que me topé, me percaté de que la comprensión común sobre la violencia de las drogas no solo se deriva de estereotipos, sino también del énfasis que se les da a las situaciones extremas. Este libro pretende explicar la gran variación en la cantidad de violencia que existe en los países afectados por el narcotráfico y examina el rompecabezas de las razones por las que los delincuentes buscan, a veces, publicitar la violencia, aunque a la larga esto pueda ser perjudicial para ellos. Asimismo, presta atención a la comprensión del porqué, en otros casos, los criminales prefieren esconder sus acciones sin abandonar la violencia del todo.


La relación entre mercados ilegales y violencia ha sido fundamental tanto en los estudios sobre las organizaciones criminales como en los estudios sobre las guerras civiles. En estos, generalmente se asume que los mercados ilegales, como el narcotráfico, avivan la violencia como resultado de la codicia en las guerras civiles o del poder creciente y de la extensión del crimen organizado en otras circunstancias. Esta presunción limita nuestra comprensión de las condiciones que generan impresionantes transformaciones en la violencia que experimentan los países a lo largo del tiempo, por ejemplo, el aumento significativo de la violencia de las drogas en México, un país que ha albergado organizaciones del narcotráfico desde mediados del siglo XX, o la disminución de la violencia en Colombia pese a la persistencia del narcotráfico. Más aún, carecemos de herramientas analíticas para captar las divergencias al interior de países con problemas similares de narcotráfico. Por ejemplo, durante los ochenta del siglo XX, un periodo muy violento en Colombia, la ciudad de Medellín era significativamente más violenta que Cali. Es cierto que uno no espera tendencias idénticas entre las ciudades, pero la magnitud de las diferencias continúa siendo un interrogante sin explicar.


El libro analiza estos patrones complejos de violencia asociada a las drogas. La violencia de gran escala asociada con el crimen organizado, específicamente con el comercio de drogas, no es nueva, aunque haya crecido hasta el punto de convertirse en un fenómeno más prominente y notable. En América Latina, los procesos de democratización desde los noventa han ido paralelos, en algunas zonas, al aumento del crimen organizado y de la violencia de las drogas. Esto ha incrementado los debates académicos y de política pública. Tales debates no solo se centran en las causas de la violencia, sino también en las consecuencias de la democratización, así como en la pertinencia de las regulaciones internacionales sobre las drogas y de las estrategias locales para controlar la delincuencia. Para avanzar en dichos debates más allá de las conexiones simplistas entre drogas y violencia, este libro hace dos nuevos aportes. Primero, introduce la noción de visibilidad —una dimensión fundamental de la violencia—. Esta se refiere a las instancias en las que los narcotraficantes exponen públicamente la violencia o se adjudican la responsabilidad sobre los ataques que realizan. Segundo, el libro propone un marco teórico de economía política que trata la violencia de las drogas no como un fenómeno que emerge al margen del Estado, sino más bien como uno que toma forma a partir de las interacciones que se dan entre el Estado y los actores criminales. Específicamente, planteo que la interacción entre dos factores críticos —la cohesión del aparato de seguridad del Estado y la cantidad de competencia que existe en los mercados ilegales de las drogas— determina los incentivos y las oportunidades para que los narcotraficantes empleen la violencia. El libro traza una comparación sistemática entre cinco ciudades que han vivido patrones distintos de la violencia de las drogas a lo largo del periodo de 1984-2011: Cali y Medellín en Colombia, y Ciudad Juárez, Culiacán y Tijuana en México (véanse los mapas 1.1 y 1.2).


La desagregación de la violencia —es decir, considerar no solo la frecuencia de esta sino también su visibilidad— suministra las herramientas para analizar no solo la violencia extrema, que tiende a llamar la atención de la mayoría de los académicos y de los medios de comunicación, sino también las formas ocultas y menos visibles de la violencia. Los estudios de caso muestran cómo la frecuencia de la violencia aumenta en la medida en que el mercado ilegal se vuelve más competitivo y su visibilidad crece cuando el aparato de seguridad estatal cambia de estar cohesionado a estar fragmentado. Esto sucede porque los Estados cohesionados tienden a generar más credibilidad en la tarea de proteger o, alternativamente, de perseguir a los delincuentes.


Los actores criminales pueden abstenerse de recurrir a la violencia visible que desencadena reacciones del Estado, cuando reciben protección fiable por parte de este y temen perderla, o cuando creen que el Estado los puede desmantelar. Este argumento sitúa en un lugar central al Estado y a los actores encargados de la aplicación de la ley para comprender la criminalidad y la violencia, al desentrañar las relaciones de poder en el interior del aparato de seguridad del Estado y su impacto sobre la relación Estado-criminales.
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Mapa 1.1. Mapa de Colombia, con la ubicación de Cali y Medellín


Fuente: Colombia Capital Map. www.mapsopensource.com. Usado bajo licencia de CC BY. Se agregaron algunas ciudades.





El libro también explora un aspecto de la organización en los mercados criminales que a menudo se pasa por alto y que tiene implicaciones fundamentales para la violencia: el tipo de coerción armada que los delincuentes emplean, en particular, si la violencia está “internalizada” (es decir, verticalmente integrada en el interior de la organización) o “subcontratada” (esto es, contratada externamente a pandillas juveniles).




[image: image]


Mapa 1.2. Mapa de México, con la ubicación de Ciudad Juárez, Culiacán y Tijuana


Fuente: Mexico Capital Map. www.mapsopensource.com. Usado con la licencia de CC BY. Se agregaron algunas ciudades.





Cuando los criminales subcontratan la violencia pierden la habilidad o la voluntad de disciplinar a sus ejércitos armados. Esto explica por qué algunos mercados ilícitos competitivos tienen picos extremos en la violencia de las drogas. Al incluir esta variable, el argumento también evidencia cómo los delincuentes organizados y las pandillas de calle pueden interactuar de diversas formas, con implicaciones cruciales para la seguridad.


Las múltiples dimensiones de la violencia asociada a las drogas


La violencia letal de las drogas puede afectar por igual a civiles, funcionarios del Estado y criminales, y tal como la periodista Dawn Paley1 lo plantea, a menudo los sectores más pobres y marginalizados de la sociedad son los más afectados por esta. La violencia asociada al narcotráfico amenaza la gobernanza y la seguridad ciudadana en lugares tan diversos como Afganistán, Bolivia, Brasil, El Salvador, Guatemala, Guinea-Bisáu, Honduras, India, Irán, Italia, Birmania (Myanmar), Pakistán, Perú y Rusia. Colombia y México representan ejemplos paradigmáticos de la violencia de las drogas, pues han estado en la primera línea de la guerra contra el narcotráfico y han sufrido las consecuencias letales de la violencia. En México, la violencia de las drogas causó al menos 86 000 muertes entre el 2006 y el 2015[2] y ha seguido sin ser abatida. En Colombia el narcotráfico continúa complicando uno de los conflictos armados más prolongados y antiguos del mundo.


Estos prominentes ejemplos sugieren que sería normal esperar que la violencia sea frecuente, porque en los mercados ilegales la ausencia de una regulación estatal hace que la violencia se despliegue estratégicamente para ganar segmentos del mercado, resolver problemas contractuales y asuntos disciplinarios y de sucesión3. Por el contrario, también podríamos esperar que la violencia sea una estrategia excepcional en la medida en que potencialmente atrae la atención de las fuerzas encargadas de la aplicación de la ley y por esto los delincuentes limitan su uso4. Por tanto, para comprender las fluctuaciones en la violencia, requeriríamos evaluar su frecuencia —es decir, la tasa de ocurrencia de eventos—. Sin embargo, tal como lo sugieren los epígrafes que abren este capítulo, el “repertorio” completo de la violencia incluye otra dimensión: su visibilidad.


Los lectores podrán notar a lo largo del libro que los eventos visibles no adquieren exactamente la misma forma en cada una de las ciudades analizadas o al comparar los múltiples ejemplos que se encuentran en el mundo —estos eventos pueden tomar la forma de pancartas en las escenas del crimen, carros bomba, decapitaciones, quemas de buses o masacres públicas, entre otros—. Aun así, hay regularidades causales que permiten explicar por qué los delincuentes despliegan la violencia de una manera pública. Para captar esas regularidades, aquí se analiza la visibilidad a partir de los métodos empleados por los asesinos, el número de víctimas por ataque, el tipo de víctimas y si los delincuentes se adjudican la responsabilidad, como se explica detalladamente en el capítulo dos5. Esta operacionalización reconoce, tal como lo plantea el sociólogo Charles Tilly, que la cultura y la historia moldean el contexto específico de los repertorios de la violencia colectiva y de los conflictos políticos, pero estos también despliegan regularidades causales y performativas. Los cambios en la visibilidad de la violencia no se dan al azar, tal como lo reconoció un oficial que entrevisté cuando describió la violencia ejercida por las organizaciones narcotraficantes en Colombia en la última década: “las bacrim [bandas criminales]6 descuartizan cuerpos con machetes; por supuesto, no son tan sofisticadas como antes cuando usaban motosierras. Ahora vemos otro tipo de violencia, un nuevo perfil de asesino —hay más interés en ocultar, pero las nuevas estructuras son absolutamente violentas”7. Otros oficiales de inteligencia replicaron esta idea, afirmando que ahora los delincuentes prefieren ser “traficantes silenciosos”8 como una respuesta a los operativos de las fuerzas de seguridad del Estado.


Las cinco ciudades analizadas en este libro han vivido cambios radicales tanto en la frecuencia como en la visibilidad de la violencia de las drogas. En Colombia, entre 1984 y 1993, durante un periodo intenso de violencia relacionada con las drogas que, a menudo, ha sido denominado como “narcoterrorismo”, Medellín era más violenta que Cali. A lo largo del tiempo, la frecuencia ha disminuido en Medellín, mientras que permanece estable en Cali9, a pesar de que las grandes organizaciones del narcotráfico (DTO) de los ochenta del siglo XX fueron desmanteladas en ambas ciudades. Igualmente, después del 2006, la violencia en Ciudad Juárez se volvió más visible a medida que los delincuentes se adjudicaban la responsabilidad de las decapitaciones, amenazaban y mataban a los funcionarios públicos, y masacraban siguiendo un patrón que contrastaba con las desapariciones silenciosas de personas que predominaron a comienzos de los noventa. La tabla 1.1 ilustra las configuraciones que surgen de la combinación de dos dimensiones de la violencia y también la intrigante fluctuación que se revela no solo en las distintas ciudades, sino en la misma ciudad a lo largo del tiempo.


El análisis de la violencia de las drogas en ciudades es fundamental porque, desde los noventa, estas se han convertido en nodos de la violencia criminal en el mundo en desarrollo10. Las ciudades concentran recursos económicos y humanos que las vuelven atractivas para los actores criminales que pueden conectar una amplia gama de actividades ilegales (desde economías informales hasta mercados locales de drogas y extorsión) y explotar oportunidades para el lavado de dinero en economías formales que no se encuentran fácilmente en las áreas rurales.


Tabla 1.1. Tipos de violencia relacionada con las drogas y ubicación de casos
















	 

	Baja frecuencia (BF)

	Alta frecuencia (AF)






	Baja visibilidad (BV)

	Cali 1984-1988

Ciudad Juárez 1984-1994


Tijuana 1984-1987/2010-2011


Medellín 2003-2007



	Cali 1989-2011

Ciudad Juárez 1995-2005/2007


Tijuana 1988-1996/1998-2007


Culiacán 1984-2007


Medellín 1994-2002/2008-2011








	Alta visibilidad (AV)

	Ciudad Juárez 2006

Tijuana 1996-1997



	Ciudad Juárez 2008-2011

Tijuana 2008-2009


Culiacán 2008-2011


Medellín 1984-1993









Fuente: elaboración propia.


Los procesos de urbanización y de desarrollo hacen que las ciudades sean más proclives a albergar poblaciones pauperizadas que podrían ser empleadas por los delincuentes. También, las ciudades conectan estratégicamente las zonas de producción de drogas, las rutas del narcotráfico y los mercados de consumidores. Por supuesto, la violencia criminal también existe en áreas rurales y se ve afectada por las políticas y los contextos nacionales, así como por el orden internacional prohibicionista de las drogas. Sin embargo, tal como lo plantean Trejo y Ley, el carácter multidimensional del narcotráfico requiere de políticas que atraviesan niveles distintos de autoridad11. Las autoridades locales se han vuelto esenciales en las políticas de seguridad12 y, por tanto, enfocarse solo en las tendencias nacionales e internacionales no explica del todo las dinámicas locales de la violencia o las respuestas para enfrentarla. Por ejemplo, como lo muestra el Informe Mundial de Homicidios de la onu del 2014, las tendencias de la violencia se distribuyen de manera irregular no solo entre regiones y países, sino al interior de estos, lo que sugiere que una teoría sólida para comprender la violencia de las drogas debería explorar cuidadosamente las dinámicas locales.


Los objetivos del estudio


Las investigaciones existentes sobre el comercio de las drogas omiten las fluctuaciones antes descritas, porque asumen que la violencia es un derivado natural del narcotráfico. Los análisis que hacen énfasis en la creciente amenaza del crimen organizado transnacional —como el trabajo de Moises Naim13—, los estudios que vinculan la existencia de productos saqueables (como las drogas) a la duración de las guerras civiles14 o que plantean reflexiones sobre los flujos ilegales como un componente característico de las guerras actuales (como sucede en el trabajo de Mary Kaldor15), tienden a establecer una conexión directa entre los mercados ilegales (como el narcotráfico) y la violencia, lo cual oculta divergencias importantes16. Sin embargo, han aumentado los análisis que desentrañan la conexión entre la ilegalidad y la violencia. Parcialmente en respuesta a la violencia de México han surgido análisis notables que han intentado explicar por qué se detona la violencia de las drogas17. Este libro contribuye a este campo de investigación en expansión y sigue análisis fundamentales, como los de Peter Reuter o Thomas Schelling18, en el esfuerzo de nutrir un marco teórico unificado para el estudio de la violencia en los mercados de las drogas. El análisis de múltiples patrones de violencia, que van desde sus expresiones más extremas hasta la paz relativa, evita el sesgo que puede aparecer cuando las causas se infieren únicamente del análisis de la violencia extrema —es decir, obviando las fluctuaciones de la variable dependiente—.


El estudio de las cinco ciudades a lo largo de casi cuatro décadas (1984-2011) revela enormes divergencias a partir de observar tanto la frecuencia como la visibilidad de la violencia. La teoría sitúa a la política, al poder estatal y a las instancias encargadas de la aplicación de la ley en el centro del estudio de los mercados de las drogas, desafiando las ideas que conciben la violencia de las drogas como un resultado automático de la ilegalidad o como dependiente únicamente de los aspectos económicos del mercado.


Lo que resta de este capítulo explora los análisis existentes sobre la violencia de las drogas y sus limitaciones, y presenta los cimientos de la aproximación de economía política que propongo. También proporciona aclaraciones conceptuales para definir el mercado ilegal y el aparato de seguridad estatal; además, describe las configuraciones de la violencia generadas por la interacción entre la cohesión estatal, el mercado criminal y el tipo de coerción armada delincuencial. También describe el diseño de la investigación, los métodos y presenta el mapa de la ruta del libro.


La violencia de las drogas más allá de las ganancias económicas y de la prohibición


Los libros que abordan el narcotráfico son numerosos y muchos de ellos proporcionan claves para comprender la violencia involucrada en este fenómeno. Existen tres argumentos que se pueden discernir de aquellos que pretenden explicar la violencia y de los cuales me distancio, pues, aunque sean importantes para comprender ciertos aspectos de la fluctuación en la frecuencia, no lo son para la visibilidad de la violencia.


Algunas de las explicaciones más populares sobre la fluctuación en la violencia son aproximaciones económicas que plantean que ciertos aspectos de la cadena del comercio de las drogas (por ejemplo, la distribución), ciertos productos (por ejemplo, la cocaína) y los grandes volúmenes del comercio generan más renta y, a su vez, más violencia19. Su racionalidad es que los mercados rentables crean incentivos para que los delincuentes protejan su terreno de manera violenta —por ejemplo, como sucede con los mercados de la cocaína, que tienden a ser más rentables y violentos que los mercados de la marihuana20—. En otras explicaciones basadas en lo económico, la racionalidad es la opuesta: que una baja en ganancias detona conflictos, porque con miras de mantener una rentabilidad alta, los delincuentes tienen que eliminar a sus rivales21.


Las explicaciones de carácter económico dan cuenta de la asociación entre la creciente incidencia del tráfico de cocaína en México y el aumento de la violencia, pero tienen limitaciones para explicar por qué la violencia puede estar asociada con precios altos y bajos en el mercado tanto con la escasez como con la abundancia de abastecimiento de drogas. Por ejemplo, ciudades que lidian simultáneamente con la presencia de organizaciones que distribuyen cocaína (como los centros de distribución de drogas en Estados Unidos) y países que se dedican a la producción de coca (como Bolivia y Colombia) tienen entornos de seguridad sorprendentemente diferentes.


Otra variante de la explicación de carácter económico plantea que la diversificación de los mercados y los portafolios de negocios (por ejemplo, las organizaciones narcotraficantes involucradas con la extorsión, el secuestro o el microtráfico local) pueden aumentar la violencia. La lógica de esta explicación es que los mercados más atados a territorios específicos motivan a las organizaciones a combatir con mayor voracidad por el control territorial, como ocurre cuando las organizaciones de la mafia establecen redes extorsivas locales22. El problema es que tal diversificación puede ser tanto una consecuencia como una causa de la violencia. Los narcotraficantes pueden volcarse hacia otros mercados ilegales, como la extorsión, trata de personas o secuestro, cuando necesitan ingresos adicionales para combatir en guerras contra rivales, o cuando tales guerras o las ofensivas estatales socavan su capacidad para monopolizar las ganancias de las drogas. En México, por ejemplo, se dio un aumento sin precedentes en la extorsión después, y no antes, de que se hubiera detonado la violencia23. También hay casos de portafolios diversificados de delincuencia que no son muy violentos, como lo ilustra la evolución de Medellín en el siglo XXI.


En aras de entender la violencia de las drogas, uno no puede ignorar el papel que desempeña el régimen prohibicionista global en el cual prospera el narcotráfico. Los análisis que se centran en la política internacional plantean que la violencia en los mercados de las drogas es el resultado del régimen prohibicionista global y de la guerra contra las drogas jalonada por Estados Unidos, que surgió durante las primeras prohibiciones de 1914 y que se consolidó durante la Convención Única sobre Estupefacientes de la onu de 1961 y la declaración de la Guerra Contra las Drogas realizada por el presidente norteamericano Richard Nixon. La prohibición internacional ha limitado las opciones disponibles para los países —especialmente los países en desarrollo— para combatir el uso de drogas, la producción y el tráfico, privilegiando las respuestas militarizadas al narcotráfico e incrementando la vulnerabilidad ante la corrupción de las instituciones que pretenden hacerle frente al problema24. Algunos análisis claves plantean que en la medida en que aumenta la represión asociada con la prohibición, también aumentan los riesgos monetarios y la competencia y, en consecuencia, la violencia vinculada a los mercados de las drogas25 —como cuando la política de narcóticos norteamericana hacia México, que era relativamente indulgente, cambió a mediados de la década del 2000, detonando respuestas militarizadas en contra de los traficantes26—. De hecho, el régimen prohibicionista global ha contribuido a que se expandan los mercados negros, ha legitimado violaciones a los derechos humanos y ha aumentado la inseguridad y la violencia. Estos problemas y los argumentos que demuestran cómo la prohibición constituye una condición necesaria para la criminalización y la violencia generalizadas en los mercados de las drogas, se han expandido y se han vuelto más públicos, especialmente después de que populares expresidentes latinoamericanos se convirtieron en líderes de discusiones sobre la necesidad de reformar la política antinarcóticos27.


Sin duda, las políticas prohibicionistas internacionales definen las tendencias del narcotráfico que vuelven más violentos a los narcotraficantes. Por ejemplo, las rutas de contrabando y los lugares de producción se reubican con frecuencia después de que los grupos son desmantelados, lo que posibilita que aparezcan brotes de violencia en los nuevos lugares; este fenómeno es conocido en las discusiones sobre política de estupefacientes como el efecto “globo”. De igual forma, la militarización de los operativos antidrogas puede generar retaliaciones o disoluciones de las organizaciones narcotraficantes, aumentando las posibilidades de que surja violencia. De hecho, un efecto negativo ampliamente reconocido de la prohibición es que, al privilegiar la eliminación de los líderes, se estimula la fragmentación y la competencia criminal: esta es de hecho una de las variables claves de la teoría que desarrollo en este libro. Sin embargo, el régimen internacional no puede dar cuenta por completo de la fluctuación en la visibilidad o de los efectos diferenciados y detallados de las políticas prohibicionistas a través y en el interior de los países. Además, dado que la academia le ha prestado más atención a las dimensiones internacionales y nacionales que a las dinámicas locales del comercio de estupefacientes y de la política de las drogas, la contribución de este libro consiste en enfocarse en los determinantes subnacionales de la violencia de las drogas, sin ignorar que las políticas antinarcóticos prohibicionistas y represivas fomentan los problemas identificados a lo largo del trabajo: la corrupción, la violencia y la militarización de las políticas de seguridad pública.


Una última línea fundamental para explicar el auge de la violencia de las drogas se centra en el cambio socioeconómico, vinculando procesos como la globalización, la urbanización rápida y la transformación económica a la violencia criminal. Estas transformaciones son esenciales para comprender las desigualdades y la marginalización que han contribuido al aumento significativo de la violencia urbana en América Latina desde los noventa del siglo XX28, y las reformas neoliberales que han incidido en la fragmentación de la seguridad pública29. Sin embargo, estos análisis pasan por alto los mercados ilegales relativamente no violentos, así como las fluctuaciones entre las ciudades que experimentan transformaciones socioeconómicas similares. En un fascinante libro titulado Drug War Capitalism, Dawn Paley30 argumenta que la violencia de las drogas surge para beneficiar a las corporaciones económicas transnacionales, especialmente a aquellas involucradas en proyectos de explotación de recursos naturales, desplazando a la población que posee tierras o a los que se oponen a tales proyectos. Este argumento provocador devela factores críticos ausentes de las discusiones sobre este tema, pero no contempla de manera sistemática a los mercados violentos en los que estos proyectos están ausentes, ni tampoco tiene en cuenta a los mercados relativamente pacíficos que también se han beneficiado de los intereses transnacionales. En general, pese a que las vastas transformaciones socioeconómicas albergan algunas condiciones —tales como la pobreza, la desigualdad y la alienación social— que posibilitan la delincuencia (punto que retomo en la conclusión de este libro), no dan cuenta de los rápidos cambios en el terreno de la violencia31 —por ejemplo, el aumento de las tasas de homicidio superiores al 700 % que aquejaron a Ciudad Juárez entre el 2007 y el 2008—.


En términos generales, estas explicaciones ofrecen reflexiones fundamentales pese a que no establecen marcos de análisis unificados para explicar las fluctuaciones a lo largo del tiempo y del espacio. Cabe resaltar que no existen análisis sobre la violencia de las drogas que empleen sistemáticamente la dimensión de la visibilidad, aunque su importancia es evidente cuando se examinan los innumerables registros académicos y periodísticos del narcotráfico, que a menudo mencionan la violencia visible, pero sin rigor analítico.


Un marco de economía política para la violencia de las drogas


La aproximación de economía política que propongo entiende la violencia de las drogas como un resultado de las interacciones entre los Estados y los mercados ilegales, y va más allá de las explicaciones puramente económicas que vinculan la rentabilidad de los mercados ilegales a la violencia, o que asumen que esta es solo el resultado de la ilegalidad de los mercados32. También se cimienta en y contribuye a la literatura sobre las guerras civiles, el narcotráfico y los mercados ilícitos.


La literatura sobre las guerras civiles que analiza cómo los cambios en el equilibrio local de poder entre los Estados y las insurgencias da forma a las estrategias violentas33 contribuye reflexiones fundamentales para mi argumento. Esta literatura se enfoca tangencialmente en los delincuentes, pues ellos no buscan controlar el Estado, aunque el análisis de las luchas locales por el poder también explica la conducta violenta de las organizaciones criminales que, a su vez, podrían desafiar la soberanía del Estado, como lo hacen las insurgencias. Mediante el análisis de las diversas interacciones entre los Estados y los criminales, que van desde la confrontación hasta la colaboración34, mi análisis contribuye a comprender la violencia cuando el Estado tolera, promueve o negocia con los actores violentos no estatales. El papel dinámico del Estado y de las instituciones políticas en la conformación de la violencia ha sido subestimado en la literatura sobre las guerras civiles35, en parte, porque el Estado a menudo se conceptualiza como un ente homogéneo y porque, tal como lo plantea Lessing36, los insurgentes buscan derrocar al Estado, mientras que los delincuentes pretenden limitarlo. Así pues, es fundamental desagregar el poder estatal tanto para el análisis de los criminales como para comprender las guerras civiles, pues las relaciones de poder dentro del Estado afectan su capacidad de combatir, de aliarse o de proteger a los actores armados.


La literatura sobre mercados ilegales arroja luces sobre cómo los operativos de la aplicación de la ley dirigidos a desmantelar las organizaciones criminales pueden dar forma a estos mercados37. Estos operativos pueden desarticular las organizaciones matando o capturando a sus líderes, y posiblemente generando violentas luchas de poder en su interior38. La agudización de estos operativos también puede aumentar el precio de la corrupción, volviendo la violencia más rentable39, y puede atraer más competidores al tiempo que debilita las organizaciones40. Un posible resultado puede ser la generación de violencia que varía dependiendo de si las intervenciones para combatir la delincuencia son condicionales o si buscan “decapitar” a los liderazgos criminales41. Este libro amplía el espectro de esta literatura sobre operativos individuales en contra de la delincuencia, al analizar cómo la distribución del poder del Estado que subyace a estos puede determinar si esta aplicación de la ley genera una violencia visible u oculta.


La lógica del argumento


En los mercados ilegales, los delincuentes pueden usar la violencia para resolver sus disputas dada la ausencia de una mediación legal. La violencia también es un indicio de fortaleza: entre más violenta sea una organización, es menos probable que sus contrincantes intenten dominarla o que los propios miembros de la organización engañen o estafen a sus líderes. En la medida en que la violencia sea más visible, es más probable que la opinión pública perciba la fortaleza y el poder de la organización, lo cual es ventajoso para los delincuentes. Al mismo tiempo, tal como lo plantea Diego Gambetta, la violencia también genera inconvenientes, como espantar a los socios “no violentos”, pero, principalmente, captar la atención de la policía42.


Si los delincuentes creen que el Estado los puede combatir de manera eficiente, es probable que decidan esconder la violencia para disminuir el riesgo de convertirse en blancos de la persecución policial43. De esta manera, ocultar la violencia se convierte en una adaptación táctica para eludir la atención del Estado. Así mismo, los delincuentes pueden optar por hacer menos visible la violencia a cambio de recibir una protección estatal sujeta a su comportamiento “pacífico”44. Es cierto que la protección estatal también puede garantizar la impunidad cuando los delincuentes cometen actos violentos, pero incluso un Estado débil y corrupto puede verse forzado a reaccionar ante la violencia visible. Por tanto, si los criminales creen que el Estado los puede proteger efectivamente, se sienten desincentivados de exponer una violencia que podría debilitar esa protección al obligar a los responsables de hacer cumplir la ley a responder ante la indignación pública generada por los ataques criminales.


Por el contrario, si los delincuentes no tienen una protección confiable, o no se intimidan ante las acciones estatales, pierden los incentivos para ocultarse y más bien se motivan a visibilizar su poder y a presionar al Estado y a sus contendores mediante la violencia visible. Ante la ausencia de una protección predecible, el hecho de que el perfil violento disminuya no garantiza que los delincuentes estarán exentos de ser detenidos. Por ello, pueden decidir ejercer la violencia o simplemente abandonar el esfuerzo extra para ocultarla45.


El aparato estatal de seguridad determina la capacidad gubernamental de aplicar legítimamente la ley o de manera alternativa de proteger a los actores delincuenciales. Recurro a este concepto porque refleja la interacción constante entre política y acciones de aplicación de la ley y, en esencia, captura las relaciones al interior del entramado de poder estatal. Así pues, se refiere a las autoridades elegidas y a las agencias de seguridad (policía, ejército y agencias de inteligencia)46 que determinan las políticas de seguridad y antinarcóticos en un lugar específico —aunque la unidad de análisis de este libro es la ciudad— y que puede ser cohesionado o fragmentado. La eficiencia de los cuerpos de seguridad depende de la capacidad de coordinar las acciones estatales contra el crimen y, por ende, debería aumentar en la medida en que el aparato de seguridad esté más cohesionado. Este tipo de acciones en un Estado cohesionado pueden ser eficientes porque maximizan los recursos al tiempo que reducen la necesidad de una coordinación operativa o logística, aunque esto no necesariamente implica que sean más profesionales o democráticas. De igual manera, la provisión de una protección confiable para los delincuentes depende de la capacidad de los actores del Estado para garantizar que ninguna otra autoridad estatal aplicará la ley en contra de ellos. Esto es mucho más factible en un Estado cohesionado. Por el contrario, si el aparato de seguridad se fragmenta, la coordinación se dificulta y la protección es menos confiable. La fragmentación hace menos eficientes47 las acciones contra el crimen porque dificulta la coordinación (política y operativa), incluso cuando proliferan las operaciones para combatirlo. Del mismo modo, los delincuentes pueden tener más oportunidades de sobornar a los funcionarios públicos, pero también enfrentan más posibilidades de ser procesados y las transacciones corruptas se vuelven más costosas, en la medida en que requieren la anuencia de más personas.


Por consiguiente, la visibilidad de la violencia depende, en primera instancia, del aparato de seguridad del Estado. Si este es cohesionado es más probable que reduzca la visibilidad, porque hace que la protección estatal sea más confiable o las acciones de seguridad más eficientes. Por el contrario, un aparato de seguridad fragmentado es más proclive a incrementar la visibilidad de la violencia, ya que resulta en una protección menos creíble y en una seguridad menos efectiva.


Si la cohesión estatal determina la visibilidad, la frecuencia de la violencia depende del número de organizaciones que compiten por el tráfico de drogas y por el control territorial en una ciudad específica48. La investigación sobre las guerras civiles ha constatado que los conflictos con varios actores duran más y tienen índices más altos de bajas que los conflictos con dos actores49. Igualmente, cuando el mercado ilegal es monopólico, es probable que la violencia sea menos frecuente porque los delincuentes no tienen que enfrentar fuertes disputas externas; cuando recurren a la violencia es, a menudo, para disciplinar a sus miembros, hacer daño a los civiles que perciben como amenazas, castigar las transacciones fallidas o amedrentar (en lugar de combatir abiertamente) a los enemigos; la violencia tiende a ser esporádica porque el poder de la organización disuade la venganza y la retaliación. Por el contrario, cuando el mercado ilegal es competitivo y hay conflictos por control territorial y de mercados entre dos o más organizaciones, es probable que la violencia sea más frecuente, pues los criminales tratan de eliminar a sus contendores, no bajando los precios, sino más bien empleando la fuerza para combatirlos50. Los conflictos por el control territorial raramente se resuelven con un único homicidio y la violencia genera retaliaciones que casi nunca cesan antes de que los contendores sean eliminados o disminuidos de manera significativa. Es posible que las organizaciones criminales coexistan pacíficamente como resultado de pactos o de acuerdos; por ejemplo, cuando los miembros de una organización delegan en otra el derecho de actuar en un territorio determinado51. Sin embargo, tales pactos criminales tienden a ser frágiles; analistas, como Stergios Skarpedas, consideran que la competencia establece un equilibrio en los mercados ilegales y, por ende, la competencia violenta es más común que su ausencia. Tal como sucede en las guerras civiles, las alianzas entre grupos armados, aunque sean frecuentes, son inestables, pues varían dependiendo de las lógicas del equilibrio del poder52.


Paradójicamente, un Estado cohesionado más eficiente en el cumplimiento de la ley también puede proteger más a los delincuentes. Los resultados son los mismos (menor visibilidad), pero los mecanismos son distintos. Un Estado cohesionado que protege a los delincuentes les impide usar violencia visible que puede forzar a las autoridades a actuar en contra de ellos. Un Estado cohesionado y no protector representa una amenaza creíble —es decir, los delincuentes saben que el Estado puede atacarlos y por eso intentan eludir su atención mediante la reducción de la violencia visible—. Así pues, la visibilidad depende de la relación entre los delincuentes y el Estado, pero no significa que los delincuentes solo la usen en contra de este: una vez que desaparece el incentivo de ocultar la violencia, los delincuentes pueden decidir, dependiendo de sus intereses, usar la violencia para eliminar a sus rivales, como retaliación o presión frente al Estado, o para espantar a los civiles, a los rivales y a los agentes de la seguridad. Este argumento no niega que el diseño de las intervenciones estatales en contra del crimen puede afectar los cálculos que los delincuentes hacen al emplear violencia, que las acciones estatales pueden efectivamente reducir el crimen, o que los Estados no solo intervienen como reacción a la violencia, sino también en respuesta a presiones domésticas e internacionales. Más bien, el argumento resalta el hecho de que el cumplimiento de los objetivos previstos de las políticas para combatir el crimen y el tipo de consecuencias violentas que acarreen, dependen de la capacidad del Estado y de su coherencia interna. Cuando las acciones emprendidas por el Estado fragmentan los grupos criminales, es probable que surjan conflictos intra o interorganizacionales. Estas pugnas podrían ser menos visibles si las operaciones son dirigidas por un Estado cohesionado. Tal como lo plantea Lessing53, cuando la severidad de las operaciones en contra del crimen no está condicionada al uso de la violencia por parte de la organización, estas operaciones pueden aumentar la demanda por corrupción y a la vez reducir los costos de la violencia. Sin embargo, una promesa de operaciones selectivas en contra del crimen puede ser inviable cuando el Estado enfrenta conflictos entre las autoridades elegidas o entre las agencias de seguridad.


Es clave señalar que los delincuentes deben ponderar tanto la frecuencia como la visibilidad a la hora de tomar decisiones acerca de sus estrategias violentas. En otras palabras, si el mercado es competitivo y surgen disputas comerciales, los delincuentes son proclives al uso de la violencia, pero simultáneamente deciden, dependiendo de las condiciones del aparato de seguridad estatal, si la exponen públicamente o si la mantienen oculta.


De manera conjunta, el poder del Estado y la competencia en el mercado de las drogas determinan los patrones de la violencia; simple y llanamente, estos patrones no pueden comprenderse a partir de análisis aislados del mercado o del Estado. Un Estado fragmentado genera las condiciones para una violencia visible, pero esta puede no aparecer si no hay competencia en el mercado. Por el contrario, si las pugnas en el mercado aumentan la violencia, pero hay cohesión en el Estado, la violencia puede ser oculta54. Uno podría pensar en situaciones en las que la fragmentación del Estado puede incidir en la frecuencia y la competencia en el mercado puede repercutir en la visibilidad. Por ejemplo, una organización criminal monopólica podría explotar la fragmentación estatal para bajar los costos de la corrupción, propiciando violencia entre los actores estatales. Así mismo, los grupos criminales que compiten entre sí ante un Estado cohesionado podrían acudir a la violencia visible debido a que se benefician de una reputación violenta cuando intentan eliminar a sus rivales. Sin embargo, en el caso de que los delincuentes se aprovechen de un Estado fragmentado, pero gocen de un monopolio sobre el mercado, es probable que la violencia sea esporádica debido a que el poder de la organización impide venganzas y retaliaciones. Y si la competencia genera incentivos para la visibilidad, pero los delincuentes temen su detención o la pérdida de su protección, pueden optar por ocultarse. Así, aunque cada variable independiente puede incidir sobre la visibilidad y la frecuencia, el efecto directo de cada variable es predominante sobre una de las dimensiones de la violencia. Este es un argumento estático, pero a medida que pasa el tiempo, como lo veremos, la competencia de mercado puede afectar indirectamente la visibilidad, contribuyendo a rupturas en la protección estatal, y la estructura del Estado también puede afectar la frecuencia al transformar la competencia criminal.


Violencia “internalizada” o “subcontratada”


Un elemento que a menudo se subestima en los mercados criminales es el tipo de coerción armada empleada por los delincuentes y, en particular, si la violencia es internalizada o subcontratada. Las estructuras internas usadas por los delincuentes para llevar a cabo su violencia varían significativamente e inciden en cómo esta ocurre y específicamente nos permiten entender sus picos de aumento. Los criminales internalizan la violencia cuando recurren al personal de la organización para llevar a cabo sus acciones violentas. Y la subcontratan cuando sistemáticamente acuden a las pandillas juveniles para atacar a sus rivales o al Estado55. Existen diferentes definiciones del término subcontratar en la jerga de los negocios, pero aquí se entiende como la situación en la que las actividades comerciales se le asignan a una fuente externa y donde las líneas de autoridad son difusas, pero existe una clara convergencia entre la organización y el contratista y algún nivel de control. La subcontratación de la violencia de las drogas implica que las pandillas callejeras saben para quien trabajan —y son castigadas si no son leales—, pero múltiples niveles de autoridad las separan de los que dan instrucciones. De esta manera, cuando los delincuentes subcontratan la violencia a las pandillas juveniles, pueden aumentar su potencia cuando combaten, pero pierden la capacidad o la intención de controlar a sus “soldados”, debido a los altos costos que implica hacer tratos con muchas organizaciones pequeñas. En los términos empleados por Phil Williams, la subcontratación crea un “bajo nivel” de violencia relativamente autónomo56. Las pandillas mejor armadas y más violentas pueden diseminar violencia más allá de las disputas criminales. Por el contrario, si los criminales la internalizan, los soldados pueden ser más disciplinados y menos proclives a diseminar la violencia. La subcontratación aumenta principalmente la frecuencia de la violencia, pero también puede afectar la visibilidad de esta, pues ocultarla puede no ser una prioridad estratégica para las pandillas como sí lo es para los protagonistas directos del negocio ilegal. De hecho, para las pandillas la exhibición de su poder puede ser fundamental en términos de la apropiación simbólica de espacios y territorios57.


La subcontratación también puede complejizar la violencia. Hasta aquí he analizado el uso de la violencia asumiendo que es estratégico y racional; sin embargo, tal como lo demuestran los estudios de las guerras civiles, la racionalidad de los niveles más altos de la organización no necesariamente es la misma de los soldados. Las emociones y las motivaciones individuales también generan violencia, y los momentos contextuales de “locura” pueden provocar arrebatos de brutalidad58. No obstante, estas motivaciones y emociones individuales pueden ser más fácilmente controladas cuando las líneas de mando son más estrictas. También pueden presentarse situaciones intermedias cuando los delincuentes subcontratan esporádicamente actividades a miembros de las pandillas —sin establecer obligaciones a largo plazo o sin convergencias identitarias claras—. En estos casos, los traficantes pueden ser incapaces de controlar a los jóvenes que les prestan servicios esporádicos, pero su efecto sobre una violencia más sofisticada o letal también puede ser más limitado. Cuando los traficantes subcontratan la coerción, estimulan la proliferación de las pandillas, y las expectativas sobre el dinero que podría obtenerse de trabajar para ellos crean incentivos para que las pandillas compitan por los trabajos más rentables, aunque esas expectativas rara vez se cumplan. La violencia es proclive a reproducirse rápidamente porque las pandillas adquieren habilidades que no tenían previamente, como el uso de armas de fuego59. La juventud marginalizada, con limitadas opciones económicas, educativas o sociales, adquiere capacidades que pueden emplearse más allá de del crimen organizado y de las disputas en torno al tráfico.


Pese a que este proceso puede caracterizarse como una profesionalización “violenta” de las pandillas, precisamente el asunto es que la mayoría de los jóvenes no son asesinos profesionales que siguen las “reglas” de los especialistas de la violencia, como los mercenarios, los agentes del Estado que trabajan para los traficantes o las empresas privadas de seguridad. Algunos pandilleros se involucran en una carrera delincuencial que los lleva a los escalones más altos de la criminalidad, pero la mayoría de ellos solo tiene interacciones momentáneas con los rangos superiores del crimen. Cali y Medellín, en los ochenta, ilustran la importancia de la subcontratación: mientras que la organización narcotraficante de Cali prefería internalizar la violencia, la organización narcotraficante de Medellín contrataba activamente y hacía uso de las pandillas juveniles como asesinos a sueldo y como resultado sus tasas de homicidios eran más altas.


La subcontratación es similar al proceso que vinculó los grupos de la mafia tradicional italiana a la delincuencia común y juvenil, durante un periodo donde se expandió la demanda por trabajo delincuencial60 que se unió a la oferta de una juventud marginalizada por los cambios socioeconómicos y las crisis que aumentaron considerablemente el desempleo. En el narcotráfico, la subcontratación se da cuando la oferta de fuerzas se une a la demanda. La oferta —es decir, la existencia de pandillas marginalizadas de jóvenes— no implica que estas sean empleadas por criminales; la subcontratación se da si la oferta coincide con la demanda creada por las disputas sobre los mercados ilegales.


Las preferencias organizacionales desempeñan un papel en las decisiones delincuenciales de subcontratar violencia: la subcontratación puede ampliar el músculo armado de una organización a un costo relativo bajo, pero también genera el riesgo de exponer públicamente a la organización. Las organizaciones que pretenden crear una reputación como negociantes, o que operan en el interior de un Estado cohesionado, podrían optar por internalizar la violencia. Al contrario, las organizaciones podrían optar por la subcontratación cuando ingresan a territorios desconocidos, donde el apoyo estatal no existe o donde hay una menor preocupación por las acciones de control o de protección del Estado.


Yo estudio el tipo de coerción armada y la competencia ilegal de mercado como variables separadas, pues las pandillas pueden existir independientemente de los criminales y no estar controladas por ellos. Las pandillas tienden a permanecer subordinadas cuando los narcotraficantes las contratan61 y, por consiguiente, no se convierten simplemente en un actor competitivo en el mercado de las drogas. La subcontratación solo surge como una opción cuando los traficantes enfrentan competencia en el mercado o entablan guerras contra el Estado. Cuando no hay competencia del mercado, los criminales se ven obligados a disciplinar a las pandillas para consolidar los monopolios de poder, pero esto es innecesario cuando las pandillas son pacíficas o, en términos de Hagedorn62, cuando no están institucionalizadas. Por supuesto, la distinción entre las pandillas y los traficantes se vuelve borrosa cuando bandas poderosas y bien ubicadas controlan el negocio del tráfico, como sucede en Río de Janeiro, pero, en la mayoría de los casos, es posible distinguir los grupos criminales grandes e institucionalizados de aquellos basados en identidades locales. Incluso en la compleja estructura delincuencial de Río es aplicable la noción de subcontratación. Allí, las grandes pandillas que tienen bases en las prisiones —“facciones de pandillas”—, como el Comando Vermelho, controlan las bandas de bajo nivel —quadrilhas— a través de una estructura jerárquica descentralizada, pero mantienen una relativa independencia de los vendedores mayoristas internacionales63. Según Luke Dowdney64, durante los noventa del siglo XX, al surgir nuevas facciones en las prisiones o cuando se apartaron del dominio del Comando Vermelho, se incrementaron las disputas por el control del rentable mercado de la cocaína y aumentó la demanda de protección militar y de soldados para hacer la guerra. Esto, a su vez, condujo a un creciente uso por parte de las facciones de niños y adolescentes en pandillas callejeras, alimentando un aumento exponencial de la violencia. Sin la demanda por ejércitos que se generó por la competencia entre las facciones de las pandillas y la captura o el asesinato de los antiguos traficantes, la expansión del reclutamiento en las favelas no habría sido tan aguda, y sin el alto involucramiento de las pandillas juveniles locales, la violencia generalizada habría encontrado mayores límites.


El análisis de la subcontratación en este libro pone en evidencia que las organizaciones criminales pueden vincularse a los niveles bajos y más desorganizados de la delincuencia y las pandillas de formas que algunas veces aumentan la violencia y otras veces la reducen. Si bien la subcontratación puede explicar los incrementos más extremos de la violencia y permite comprender si los delincuentes tienen la capacidad de disciplinar las pandillas desde afuera cuando estas tienen algún poder para ejercer la violencia, también es fundamental para entender cómo emergen los escenarios pacíficos.


La figura 1.1 ilustra la interacción entre la coerción armada, la competencia en los mercados ilegales y el poder estatal. El panel frontal del cubo representa la interacción entre el aparato de seguridad del Estado y la competencia en los mercados ilegales, mientras que el lado derecho representa el tipo de coerción armada de los delincuentes.


La subcontratación es más factible cuando existe competencia en el mercado; los delincuentes pueden no requerir contratar más hombres armados si controlan el mercado. La parte superior derecha del cubo representa la posibilidad de que detone una violencia altamente frecuente si hay subcontratación. Los delincuentes que reciben protección confiable de Estados cohesionados podrían preferir abstenerse de subcontratar debido al riesgo de quedar expuestos, por lo que la subcontratación es menos probable en el lado izquierdo del cubo. La esquina superior derecha de la parte posterior representa el peor resultado: cuando el Estado está fragmentado hay competencia en los mercados ilegales y la subcontratación deriva en frecuencia alta, visibilidad alta y en picos pronunciados de violencia. Aunque la visibilidad y los picos pronunciados están estrechamente relacionados (la mayoría de los picos se dan en escenarios de visibilidad alta), no son iguales, como lo ilustran los escenarios de visibilidad alta sin picos pronunciados.




[image: image]


Figura 1.1. Una representación dinámica de la violencia de las drogas


Fuente: elaboración propia.





Cómo evaluar la competencia en los mercados ilegales


El supuesto de que las actividades del narcotráfico son muy organizadas y que las organizaciones criminales son extremadamente jerárquicas, compactas y poderosas ha predominado en las discusiones de política pública sobre el narcotráfico. Sin embargo, los académicos que analizan las actividades ilegales han demostrado que el suministro de drogas ilegales puede ser muy desorganizado, las organizaciones a menudo trabajan en redes y no tanto jerárquicamente; además, las organizaciones del narcotráfico son generalmente incapaces de fijar los precios y, en consecuencia, es inapropiado clasificarlas como carteles65. Estas reflexiones ilustran cómo las representaciones de organizaciones extremadamente poderosas son, con frecuencia, el resultado de los medios de comunicación o de las agendas de los cuerpos de seguridad. No obstante, existe una amplia diversidad en la organización de los mercados ilegales que, a su vez, determina la conducta de las organizaciones traficantes.


Algunas veces, las organizaciones del narcotráfico pueden crear monopolios, pero también operan en entornos altamente competitivos; existe otra posibilidad y es cuando operan como redes66. La evidencia recopilada en este libro muestra que a medida que el número de organizaciones que compiten por el control de un territorio o del mercado ilegal crece, podemos esperar que la violencia sea más frecuente, y cuando una organización domina el mercado, la violencia decrece. El problema reside en que comúnmente es difícil evaluar el poder real de una organización y el control sobre un mercado, teniendo en cuenta que a los cuerpos de seguridad del Estado casi siempre les interesa mostrar organizaciones extremadamente poderosas, mientras que los traficantes pueden preferir restarle importancia al poder de su organización para esquivar ofensivas estatales.


Con el fin de abordar la dificultad de definir qué es una organización, aquí evalúo si uno o más grupos reclaman el control sobre un territorio, sin considerar su consolidación interna o su organización. Decir que una organización tiene control es diferente de simplemente evaluar si dos organizaciones están presentes en un territorio, porque, algunas veces, las organizaciones coexisten sin invadir los territorios de cada una67. Por supuesto, la organización interna es importante y es posible que la estructura interna sea la que determine el uso de la violencia más que la competencia: las organizaciones pequeñas y descentralizadas pueden tener menos capacidad de recurrir a la violencia que las grandes y centralizadas68. Sin embargo, los estudios de caso mostrarán que organizaciones similares pueden relacionarse con diferentes formas de violencia: las organizaciones pequeñas se vinculan a una menor violencia en Cali y Medellín, pero a mayor violencia en México69. Tal como lo demuestra la literatura centrada en el terrorismo y en misiones suicidas, la violencia de alto impacto puede ser desplegada por diversas organizaciones que incluyen a pequeñas organizaciones o a células disidentes de los grupos extremistas70. Adicionalmente, incluso las organizaciones con jerarquías claras y capacidades de usar violencia pueden operar como redes que compartimentan la información y protegen sus operaciones71. Sin embargo, la discusión sobre la internalización y la subcontratación resalta que las líneas de mando en una organización pueden dar cuenta parcial de la reproducción de la violencia, y las líneas difusas de mando (no necesariamente de alineación) pueden reproducir más fácilmente la violencia.


La evaluación de la estructura del mercado de las drogas se enfrenta con otra complicación: el carácter transnacional del narcotráfico. Este problema se puede abordar parcialmente, porque las manifestaciones de la violencia son localizadas y la misma organización criminal puede comportarse de forma distinta en diferentes lugares, pues las guerras por territorio se libran, a menudo, en el nivel local; de tal modo que para el propósito de analizar la violencia es menos importante si la organización tiene operaciones transnacionales y es más determinante el cómo está organizada en el nivel local.


Cómo definir el aparato de seguridad del Estado


Los actores estatales y encargados de la aplicación de la ley deberían situarse en el centro de la comprensión de la violencia ejercida por actores no estatales, porque la violencia desafía el monopolio estatal sobre la fuerza. Desde 1990 han incrementado las investigaciones acerca de la aplicación de la ley, aunque estas se dispersan en estudios sobre democratización, seguridad ciudadana y reforma de la policía72, que casi siempre se concentran en el impacto de las acciones policiales sobre los derechos humanos y la seguridad ciudadana, o en los problemas endémicos de las fuerzas policiales en los países con instituciones débiles. Los estudios que existen rara vez analizan la interacción entre las políticas de seguridad, la competencia política y algunas variables institucionales más amplias, como el tipo de régimen73 y su impacto sobre la violencia. A menudo, la corrupción política se asocia con la violencia y con el aumento de la conducta delincuencial, aunque muchos estudios no especifican los mecanismos que vinculan la aplicación de la ley y la violencia. Podemos usar el concepto de aparato de seguridad del Estado para abordar estos aspectos, detallando los mecanismos que conectan las dinámicas de poder de las instancias encargadas de la aplicación de la ley a las conductas delincuenciales e ilustrando cómo la corrupción puede estar asociada a niveles altos y bajos de violencia dependiendo de cómo se estructuran el Estado y la corrupción.
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